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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera  
Instancia, Sala 
Superior de Aguadilla 
 
Civil. Núm.: 
A DP20140003 
consolidado 
A DP2014-0068 
 
Sobre: Daños y 
Perjuicios 
 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, la Jueza 
Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir 
 
Coll Martí, Jueza Ponente  

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 La parte peticionaria, el señor Samuel Pellot Velázquez, 

comparece ante nos y solicita nuestra intervención a los fines de 

que dejemos sin efecto pronunciamiento emitido por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Aguadilla, el 18 de julio de 2016, 

debidamente notificado a las partes el 19 de julio de 2016.  

Mediante la aludida determinación, el foro primario declaró “Ha 

Lugar” la objeción levantada por la parte demandada y decretó 

inadmisible el testimonio del peticionario en cuanto a ciertas 

declaraciones de terceros por constituir prueba de referencia.   

 Por los fundamentos expuestos a continuación, 

desestimamos el presente recurso de certiorari, por falta de 

jurisdicción para entender en el mismo, ello al amparo de la Regla 

52.1 de Procedimiento Civil, supra.     

I 

 El 10 de enero de 2014, la parte peticionaria, el señor Samuel 

Pellot Velázquez, su esposa la señora Elizabeth Contreras Alvarado 
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y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta entre 

ambos, presentó una Demanda sobre daños y perjuicios en contra 

del Estado Libre Asociado de Puerto; el Departamento de 

Educación; la Policía de Puerto Rico; el señor Ángel J. Méndez 

Acevedo; la señora María D. Martínez Loperena; la señora Mónica 

Ubiñas Torres; sus respectivas sociedades gananciales; compañías 

aseguradoras; y otros, cuyas identidades eran desconocidas al 

momento de incoarse la reclamación.   

Posteriormente, el 9 de octubre de 2014, la parte peticionaria 

presentó otra Demanda sobre daños y perjuicios en contra del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico; el Departamento de la 

Familia; la señora Dalila Cabrera González, su esposo cuya 

identidad era desconocida y la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales compuesta entre éstos.  Ambos casos fueron 

consolidados.  La parte peticionaria alegó, en esencia, que la parte 

demandada incurrió en negligencia y persecución maliciosa al 

promover en su contra un pleito criminal por maltrato de menores 

del cual fue exonerado, ello a sabiendas de que carecía de prueba 

creíble para sustentar tales cargos.  Consecuentemente, la parte 

peticionaria solicitó resarcimiento por los alegados daños y 

perjuicios sufridos, así como la imposición de intereses legales, 

costas, gastos y honorarios de abogado.   

Tras múltiples incidencias procesales, el 18 de julio de 2016, 

se celebró la vista en su fondo, la cual comenzó con el testimonio 

del señor Pellot.  Durante su testimonio, el peticionario fue inquirido 

a los fines de que narrara lo que recordaba de las declaraciones 

vertidas por varios testigos que declararon en el juicio criminal, y 

quienes no eran parte ni testigos en el presente pleito.  Acto 

seguido, la parte demandada objetó dicha línea de interrogatorio por 
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entender que se trataba de prueba de referencia inadmisible en 

evidencia.  Por su parte, la parte peticionaria argumentó que su 

línea de preguntas no constituía prueba de referencia dado que no 

se trataba de declaraciones realizadas fuera del tribunal, sino de 

declaraciones vertidas en el pleito criminal.   

Luego de escuchar los argumentos de las partes, en esa 

misma fecha, el Tribunal declaró “Ha Lugar” la objeción levantada 

por la parte demandada y decretó inadmisible el testimonio del 

peticionario en cuanto a las declaraciones brindadas por terceros 

por constituir prueba de referencia.  Inconforme con tal 

determinación, el 20 de julio de 2016, solicitó reconsideración, la 

cual fue denegada.  Aún insatisfecha, el 16 de agosto de 2016, la 

parte peticionaria acudió nos mediante recurso de certiorari y 

planteó lo siguiente: 

Erró el Honorable Tribunal de Instancia al no resolver que 
todos los Exhibits Estipulados en el Informe de Conferencia 
con Antelación al Juicio, se estipularon para efectos de 
autenticación, pero no sobre su contenido.   
 
Erró el Honorable Tribunal de Instancia al resolver que 
constituye prueba de referencia el testimonio del aquí 
peticionario basado en el testimonio de testigos de un juicio 
criminal anteriormente celebrado y cuya transcripción consta 
en los Exhibits #1, #2 y #3 del Informe.   
 
Erró el Honorable Tribunal de Instancia al resolver que el 
contenido de los Exhibits Estipulados #1, #2 y #3 no caben 
dentro de las excepciones a la prueba de referencia 
establecida en la Regla 805(f) de las Reglas de Evidencia.   

    
Luego de evaluar el expediente de autos, y contando 

únicamente con la comparecencia de la parte peticionaria, ello a 

pesar de haberle concedido a la parte demandada la oportunidad de 

exponer su posición en cuanto al recurso de epígrafe, estamos en 

posición de adjudicar la presente controversia.  
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II 
A 

El auto de certiorari es un recurso procesal de carácter 

discrecional que debe ser utilizado con cautela y por razones de 

peso.  De ahí que solo proceda cuando no existe otro recurso 

ordinario que proteja eficaz y rápidamente los derechos del 

peticionario durante el juicio, si la cuestión planteada no puede 

señalarse como error en la apelación o si sería ya académica al 

dictarse la sentencia final.  Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 

91, (2001); Pueblo v. Días De León, 179 DPR 913, 917-918 

(2009).   

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

52.1, lee como sigue:  

El recurso de Certiorari, para revisar 
resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas 
por el Tribunal de Primera Instancia, solamente 
será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden 
bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de 
una moción de carácter dispositivo.  No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 
dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 
cuando se recurra de decisiones sobre la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos 
esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 
casos de relaciones de familia, en casos que 
revistan interés público o en cualquier otra 
situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia. Al denegar la expedición de un recurso 
de Certiorari en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su 
decisión.       

   
Si ninguno de estos criterios están presentes en la petición 

ante nuestra consideración, entonces procede que nos 

abstengamos de expedir el auto solicitado, de manera que se 

continúe con los procedimientos del caso, sin mayor dilación, ante el 



 
 
 
KLCE201601539    

 

5 

Tribunal de Primera Instancia. García v. Asociación, 165 DPR 311, 

322 (2005); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 151 DPR 649, 

664 (2000); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).   

B 

Por su parte, es norma reiterada que los tribunales debemos 

ser fieles guardianes de nuestra jurisdicción, incluso cuando 

ninguna de las partes invoque tal defecto.  Carattini v. Collazo 

Systems Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003).  Los asuntos 

jurisdiccionales son materia privilegiada, por lo que deben ser 

resueltos con preferencia. Vega et al. v. Telefónica, 156 DPR 584, 

595 (2002).  En los casos en que los tribunales carecen de 

jurisdicción o de autoridad para entender en los méritos de las 

controversias planteadas, deberán así declararlo y proceder a 

desestimar el recurso.  Id.  La falta de jurisdicción no puede ser 

subsanada por ningún tribunal, ni pueden las partes conferírsela 

cuando no la tienen.  Juliá et al. v. Vidal, S. E., 153 DPR 357, 362 

(2001).  

Un recurso se considera prematuro cuando el asunto 

planteado no está listo para adjudicarse.  Es decir, que la 

controversia no está adecuadamente delimitada, definida y 

concreta.  Es por ello que “[u]n recurso prematuro, al igual que uno 

tardío, sencillamente adolece del grave e insubsanable defecto [de] 

falta de jurisdicción”.  Hernández Apellaniz v. Marxuach Const., 142 

DPR 492, 498 (1997).      

III 

Conforme señalamos, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra, limita el ámbito de nuestra autoridad revisora, y dispone de 

manera taxativa las circunstancias en las cuales este foro apelativo 
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puede revisar una resolución u orden interlocutoria dictada por el 

foro primario.  Específicamente, establece que son revisables las 

determinaciones interlocutorias al amparo de las Reglas 56 y 57 de 

Procedimiento Civil; denegatorias de una moción de carácter 

dispositivo; decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos 

o peritos esenciales; asuntos relativos a privilegios evidenciarios; 

anotaciones de rebeldía; casos de relaciones de familia; casos que 

revistan interés público; o cualquier otra situación en la cual esperar 

a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  A la 

luz de lo anterior, cualquier controversia que no esté dentro de ese 

ámbito de autoridad, no será revisable sino hasta después de 

dictada la sentencia en el caso.   

En el presente caso, el peticionario arguye que el foro 

recurrido incidió al no admitir su testimonio en relación al contenido 

de ciertas declaraciones de terceros vertidas fuera del 

procedimiento de autos, por cuanto dicha prueba cae dentro de las 

excepciones a la prueba de referencia que permiten su 

admisibilidad.  Como puede observarse, en el caso de epígrafe no 

están presentes ninguna de las instancias antes esbozadas en las 

cuales la antedicha Regla 52.1, supra, nos otorga facultad para 

intervenir.  El peticionario no solicita la revisión de un dictamen 

interlocutorio de una resolución u orden dictada al amparo de las 

Reglas 56 y 57 de Procedimiento Civil, ni recurre de la negativa a 

una moción de carácter dispositivo.  Tampoco estamos ante una 

situación excepcional que nos compele a expedir el auto solicitado o 

ante un asunto que, de no atenderse, constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia.  

Según reseñamos, ante una determinación interlocutoria no 

revisable por este Tribunal mediante el recurso de Certiorari, 
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nuestro único curso de acción es la desestimación del recurso, por 

falta de autoridad para atenderlo.  Así pues, por entender que la 

determinación del foro recurrido en torno a la inadmisibilidad del 

testimonio del peticionario es una determinación interlocutoria, no 

revisable por este foro, resulta forzoso que desestimemos el 

presente recurso.   

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el 

presente recurso de certiorari, por falta de jurisdicción para entender 

en el mismo, ello al amparo de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


